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Alega parte actora
A la Suprema Corte de Justicia

Martín Risso Ferrand, en representación del Partido Independiente, calidad acreditada conforme el artículo 44 del CGP, en los autos caratulados “Partido Independiente C/ Poder Ejecutivo y Otros. Acción de Inconstitucionalidad. Ficha 1-27/2015, a la Suprema Corte de Justicia digo:

Que vengo a formular el alegato que corresponde al derecho de mi mandante en los siguientes términos:
1.  (Objeto del proceso) En autos se pretende la declaración de inconstitucionalidad del artículo 143 de la ley Nº 19.307 de 29 de diciembre de 2014, que presenta una doble inconstitucionalidad: (a) formal en la medida en que no fue aprobada cumpliendo con la mayoría especial requerida por el artículo 77 numeral 7 de la Constitución; y (b) por violentar el principio constitucional de igualdad, el de proporcionalidad y afectar irremediablemente las bases del sufragio y el sistema democrático establecido por la Constitución.
2. (Estructura del presente alegato) A los efectos de evacuar el traslado se procederá de la siguiente forma: (A) Se analizarán los argumentos de los demandados (con la excepción del Partido Colorado que se allanó), comenzando por algunos que son comunes a todos los demandados. (B) A continuación se realizará la síntesis final del actor. y (C) Se realizarán por último algunas conclusiones.
Los argumentos esgrimidos por los demandados
3. (Argumento por todos o casi todos los demandados usados relativo a los modelos latinoamericanos) Todos los demandados y, con mayor énfasis el Fiscal de Corte, recurren a un argumento basado en el derecho comparado señalando que el criterio contenido en la ley es la más usado en América Latina y en algún otro país y la única forma posible. Este argumento no puede ser tomado por la Corte. Veamos:
a. El argumento basado en la práctica regional o continental nunca es suficiente por sí mismo y no alcanza para constituir un argumento en contra de la demanda. Muchas otras diferencias tiene Uruguay con otros países de la región y a nadie se le ocurriría que sería bueno copiarlas (inseguridad, niveles de corrupción, etc.).
b. Pero además hay que ver exactamente qué estamos comparando y entre quiénes. El Fiscal de Corte refiere a las restantes democracias latinoamericanas lo que implica un error evidente.
De acuerdo a todos los estudios más serios Uruguay es la mejor democracia de América Latina, pero no sólo la mejor sino que junto Costa Rica son las únicas. El estudio más prestigioso del mundo, el Democracy Index 2014 de The Economist (se puede chequear en la web) nos dice que en el mundo sólo hay 24 democracias plenas y de América Latina sólo Uruguay (puesto 17) y Costa Rica (puesto 24) son consideradas como tales. El resto de los países de América Latina o son democracias imperfectas, sistemas híbridos (con rasgos democráticos y autoritarios) o directamente autoritarios. O sea, primera alerta: cuando hablamos de elecciones cuidado con los modelos dentro de América Latina.
c. Pero además Uruguay, en el ítem “proceso electoral y pluralismo” (que comprende tres etapas: la previa a la elección –en que todos los partidos deben competir en un régimen de igualdad-, los comicios propiamente dichos y la etapa posterior), recibe  el máximo puntaje posible (10). Este puntaje máximo lo reciben sólo otros cuatro países: Noruega, Islandia, Nueva Zelanda y Luxemburgo. Segunda alerta: si se analiza una ley que altera la igualdad de los partidos en las semanas previas a las elecciones, recordemos nuestro puntaje máximo (antes de esta ley) y que difícil es mejorar un sistema que ha llegado a la máxima calificación internacional junto con sólo otros cuatro países en el mundo.
d. Pero repárese luego con qué países se nos compara o a qué países se invoca como  modelos a seguir: (i) Chile (democracia imperfecta en el puesto 32); Brasil (democracia imperfecta en el puesto 44); México (democracia imperfecta en el puesto 57); Colombia (democracia imperfecta en el puesto 63); Perú (democracia imperfecta en el puesto 63); Paraguay (democracia imperfecta en el puesto 71). Las comparaciones no son buenas.
Pero también se toma de modelo a Bolivia (sistema híbrido: rasgos democráticos y autoritarios, puesto 83); Ecuador (sistema híbrido: rasgos democráticos y autoritarios, puesto 79); Venezuela (sistema híbrido: rasgos democráticos y autoritarios, puesto 100). Tercera alerta: no debemos compararnos con quienes están mucho peor que nosotros, la comparación debe ser hacia arriba, con los mejores. 
e. Pero el argumento de derecho comparado sí puede usarse, pero debe usarse con criterio. El Poder Ejecutivo nos da un elemento de juicio importante cuando dice que tienen el sistema opuesto (igualdad absoluta) Noruega (democracia plena puesto número 1 en el mundo y con el máximo puntaje en materia electoral igual que nuestro país), Dinamarca (democracia plena puesto  5 en el mundo y con elevada puntuación en materia electoral) y Japón (democracia plena muy cerca de Uruguay con el puesto 20). Cuarta alerta: Si comparamos con los países que tienen los mejores estándares democráticos en general la ley no se sostiene.
f. El recurso al derecho comparado que realizan los demandados en la mayoría de los casos debe ser descartado por no poder ser modelos de nada y, en los que sí son modelos, la solución es la igualdad plena o sea contraria a la ley. Se equivoca el Sr. Fiscal cuando habla genéricamente de democracias latinoamericanas. 

.

4. (Argumento por varios reiterado en cuanto a que no habría otra solución) Pero además de comparar un elemento básico para la pureza del proceso electoral (que como se verá no se refiere sólo al día de la elección sino que empieza mucho antes y termina mucho después) con países que están muy lejos de ser modelo en la materia, se pretende por algunos de los demandados y por el Fiscal de Corte que no hay otras opciones. Esto es falso y se vincula con el segundo paso del principio de proporcionalidad (la necesariedad, entendiendo por tal que si hay otra u otras formas de alcanzar el fin perseguido que no sean lesivas de derechos humanos o los lesionen en menos medida se debe optar por estas vías). Hay muchas otras opciones,  por ejemplo: se puede limitar la publicidad televisiva y radial aún más (períodos de veda fijados por ley) estableciendo minutos máximos e iguales por partido, o se puede establecer un sistema igualitario, o se puede no regular el tema como se ha hecho en Uruguay durante décadas en que hemos recibido el mejor puntaje mundial en materia electoral. Hay muchas alternativas que no benefician a los partidos mayoritarios en perjuicio de los otros ni alteran el principio de igualdad. La opción de la ley no puede superar el principio general de proporcionalidad (idoneidad, necesariedad y ponderación en sentido estricto) pues falla en los dos últimos.
5. (Argumento por casi todos usados en cuanto a comunicación de ideas y propuestas) Todos los demandantes, de una forma u otra, invocan que en un sistema democrático se deben difundir las ideas y propuestas para que los electores las conozcan y las valoren. Todos estamos de acuerdo con esto, pero el problema es que el artículo 143 cuestionado implica (a) que los partidos mayoritarios las difundirán sus ideas más que los otros partidos y (b) la ley no promueve la difusión de ideas sino la publicidad: imágenes agradables, candidatos sonrientes, militantes con banderas y “cantitos” pegadizos. Nada tiene que ver con esta litis la difusión de ideas y proyectos. Además ya existen espacios para que los partidos hagan esta difusión de ideas. Pero el artículo además refiere a publicidad pura y simple que no apunta a que el elector elija por ideas y programas de gobierno.
6. (Argumento por todos los demandados usados en cuanto a que no se precisaba mayoría especial para aprobar el artículo 143) Los demandados hacen un análisis restrictivo del artículo 77 numeral 7 pretendiendo que sólo se refiere a las elecciones, al día de las elecciones y al escrutinio. Esto es a mi juicio un error que responde a que se repara sólo en la primera parte del numeral 7 y no en su texto íntegro.

Jiménez de Aréchaga, comentando la Constitución de 1942, con igual texto salvo una coma y que finalizaba en punto y coma, señalaba que el precepto no es claro ya que por un lado requiere mayoría especial para una ley de elecciones, pero luego agrega en la oración final que para resolver  gastos, presupuestos y orden interno de las elecciones bastará con mayoría simple. Esto significa que queda una zona intermedia que, eventualmente no estaría comprendida ni en la primera oración ni en la tercera, sin regulación específica (La Constitución nacional, Edit. Cámara de Senadores, 1992, tomo I, p. 454 y 455). Ninguno de los demandados ni el Fiscal de Corte analizaron esto en profundidad.

La situación es clara. Las dos primeras oraciones, quizás a primera vista, hacen pensar en que todo no lo referido a una ley de Registro o elecciones, que no constituyan garantías del sufragio y elección, estarían fuera de la exigencia de la mayoría especial, pero la oración final nos conduciría a que sólo lo referido a gastos, presupuesto y orden interno de las elecciones serían susceptibles de ser regulados por mayoría simple.
Adviértase además que ni el Fiscal ni los demandados se preguntan qué es una “garantía del sufragio y la elección” sino que sólo dan por sentado que la publicidad no lo es. Inaceptable. El Fiscal incluso afirma que, por ejemplo, la inscripción en el Registro Cívico no es una garantía del sufragio y elección, pero su error es evidente: dicha inscripción sí es una garantía, al igual que la inscripción de partidos, listas, candidatos, etc.
Vayamos por partes. ¿Puede dudarse que la publicidad electoral, en especial cuando se la impone en forma gratuita, constituye una garantía del sufragio y de la elección? Es evidente que no hay duda posible. Las elecciones son inherentes a la idea de democracia y también lo son la libertad de comunicación de pensamiento, que incluye la libertad de prensa, la libertad de realizar publicidad, la imposibilidad de imponer restricciones para un partido en materia de publicidad y por supuesto la propaganda gratuita. Imaginemos que se prohibiera la publicidad de un partido político: ¿no afecta esto a las garantías del sufragio? ¿no sería nula la elección? Lo mismo ocurre con el artículo 143 y las diferenciaciones que realiza.

En otras palabras no puede haber sufragio en el marco de un sistema democrático si no está garantizado, en lo previo, por la libertad de comunicación y por reglas igualitarias y claras para todos. Es habitual que en materia de sufragio y en lo que refiere a sus garantías para asegurar su libertad y pureza, se distinga en tres momentos distintos: (a) en lo previo al acto eleccionario en que debe regir una plena libertad de comunicación, de reunión, etc. y un trato que no diferencie entre partidos y candidatos; (b) en el acto electoral propiamente dicho (esto es, emisión del voto y escrutinio); y (c) luego de la elección asegurando que nadie pueda sufrir perjuicio alguno por haber adherido a un partido  o por haber votado a cierto candidato.
O sea, desde el punto de vista textual es claro que las normas que regulan la publicidad electoral se encuentran comprendidas en las dos primeras oraciones del numeral 7° de este artículo 77. Una elección y un sufragio en que no estuviera asegurada la libertad de publicidad y establecidas reglas igualitarias, no estaría garantizada conforme el numeral 7° mencionado. La publicidad electoral libre e igualitaria es una garantía del sufragio y de la elección (y expresamente la segunda oración del numeral 7° exige la mayoría especial para “las garantías del sufragio y elección …”).
En definitiva, no cabe duda que la regulación de la propaganda electoral, básica a los efectos del ejercicio del sufragio y regularidad jurídica de las elecciones, se encuentra comprendida en las dos primeras oraciones del numeral 7°.

El artículo 143 de la ley, que beneficia al partido mayoritario en forma evi-dente, no alcanzó la mayoría de los dos tercios de cada Cámara sino que sólo fue aprobada por la mayoría que daban los votos del partido de gobierno.

7. (Apoyo económico a los partidos) Varios de los demandados refieren a que en nuestro país no se ha discutido nunca el sistema de “pago” por votos que hace que reciban más dinero quienes más votos obtuvieron y que, además permite solicitar adelantos en dinero para las elecciones siguientes (prés-tamos). El argumento no puede aceptarse y, además, está mal planteado:

A) En todos los países hay un sistema de apoyo económico a los partidos y lo habitual es que se “pague” por voto obtenido. Pero esto no altera la igualdad de los partidos en las cinco semanas previas a las elecciones sino que es un aporte inmediatamente posterior a las elecciones (un premio por los votos obtenidos y no un beneficio para las elecciones que se realizarán cinco años después). Además, si se van a donar dineros públicos a los partidos (dinero que proviene de la población conforme los criterios habituales en materia de tributos y precios) es lógico el sistema pues los dineros públicos que provienen de la gente, se reparten conforme los votos recibidos y bien lejos de las elecciones siguientes (lo más lejos posible). E insisto, esto no afecta la igualdad de las elecciones sino que es inmediatamente posterior a cada acto y no inmediatamente anterior a las elecciones siguientes (hay cinco años en el medio).

B) También pueden los partidos pedir dinero a cuenta de los votos que presumen obtendrán, pero esto no es más que un préstamo. Si luego de las elecciones el partido obtuvo más votos recibirá más dinero además del adelanto, pero si tuvo menos votos deberá devolver. Es una operación de crédito común y corriente. Es una operación de crédito como puede hacerse en cualquier banco.
C) La publicidad electoral, en los 50 días antes de las elecciones, no tiene nada que ver con lo anterior. Es una ventaja directa a los partidos mayoritarios. Ventaja que altera la igualdad de las reglas de juego. 

En un análisis apresurado puede verse relación entre el “pago de votos” y los minutos de publicidad gratuita. Pero si se analiza el tema en profundidad se advierte que son dos cosas distintas. La primera es consecuencia inmediata de las elecciones y no afecta en las siguientes elecciones; la segunda es inmediatamente anterior a las siguientes elecciones y tiene una incidencia crucial en ellas, que se realizarán luego de finalizado el período de 50 días de publicidad gratuita.
8. (Sostienen algunos que el artículo no beneficia a ningún partido determinado) Se ha sostenido al contestar la demanda que el artículo cuestionado no beneficia siempre a un partido sino que el partido mayoritario va cambiando y hoy perjudica a uno y mañana a otro. Además de aceptar con este argumento el privilegio para el partido mayoritario y el perjuicio para los minoritarios, se está haciendo un argumento absurdo. Hoy el sistema beneficia principalmente al Frente Amplio y perjudica al Partido Independiente, pero si se invierten las posiciones la inconstitucionalidad se mantendrá aunque beneficie y perjudique a otros partidos. La inconstitucionalidad está en que beneficia al partido de gobierno (no importa cuál sea), sea cuál sea éste, y ésta es la inconstitucionalidad.
Pero veamos. Si alguien reclama la inconstitucionalidad de la contribución inmobiliaria que paga de su casa (por ejemplo 90% del valor de mercado) no se le puede decir: “no se preocupe quizás en el futuro se mude y vaya a vivir a otro inmueble que pague menos”. O a un recluso en condiciones infrahumanas no le podríamos decir: no se preocupe pues Usted algún día va a salir de acá y ya no tendrá problemas. El daño es hoy, la inconstitucionalidad es en la situación actual. Y el perjudicado es el actor.

La posición jurídica en que hoy se encuentra el Partido Independiente, como cuarto partido en caudal electoral, lo perjudica inconstitucionalmente (lesiona su interés legítimo, personal y directo). Y que esto pueda cambiar en el futuro es irrelevante.

9. (Posición del Frente Amplio) El Frente Amplio pretende el rechazo de la demanda por los siguientes argumentos:

A) (Ausencia de legitimación activa) Dice que la ley regirá para 2019 y compara el reclamo del Partido Independiente con los reclamos por la ley de responsabilidad penal del empleador, formulados por la vía de acción, y rechazados por la Corte por falta de legitimación activa.
No se pueden compartir estos argumentos ya que: (a) Conforme el artículo 257 y ss. de la Constitución se puede pedir la declaración de las leyes, esto es, refiere al perfeccionamiento de la ley, y no cabe duda que el artículo 143 cuestionado está contenido en una ley “perfecta”, o si se prefiere existente
. (b) La acción de inconstitucionalidad es preventiva, se desea evitar que se perjudique al accionante con la futura aplicación de una ley, y esto es lo que hace el Partido Independiente que con tiempo suficiente solicita la declaración de inconstitucionalidad para que no se le aplique. Esperar al 2019 implicaría el riesgo de no obtener sentencia de la Corte antes de las elecciones internas y quizás tampoco antes de las nacionales. (c) La referencia a la responsabilidad penal del empleador es desacertada pues lo que en ese caso dijo la Corte fue que el accionante no sabía si alguna vez se le iba a aplicar dicha ley y por lo tanto carecía de interés personal, directo y legítimo; pero en este caso el Partido Independiente tiene plena certeza en cuanto a que sí se le aplicará el artículo cuestionado. Los dos casos son distintos y en el presente es evidente que el accionante es titular de un interés personal y legítimo  a que no se le aplique el artículo 143 de la ley 19.307. Lo que se solicita no es una declaración genérica ni inútil sino que conduce a que no se le aplique al actor y a los demandados una ley que se considera inconstitucional y que si no hay sentencia favorable de la Corte sin duda alguna se le aplicará y lo perjudicará (hay certeza inequívoca en esto).
En definitiva, no puede aceptarse esta excepción.

B) (Excepción de falta de legitimación pasiva) Pretende e Frente Amplio que sólo se debió demandar al Estado. Esto es un error muy claro por lo que simplemente señalaré: (a) El artículo 517.1 del CGP es muy preciso cuando habla de la parte a quién afectare ley. (b) Se demanda a todo sujeto que pueda estar obligado, facultado o pueda verse beneficiado por la aplicación de la ley, ya que de lo contrario la sentencia no lo alcanzaría y tendría derecho a reclamar los minutos de publicidad previstos en el artículo 143 (el actor podría ganar la acción de inconstitucionalidad pero la sentencia no sería aplicable al Frente Amplio salvo que, como se hizo, sea traído a juicio). (c) Insisto, no se demanda al autor de la ley sino a los puedan estar interesados en (u obligados a) su aplicación. Hay unanimidad en doctrina y jurisprudencia en este punto.
C) (Argumentos generales basados en el derecho comparado y en otras normas electorales) Ya hice mención a esto al principio de este alegato.
10. (Posición del Poder Ejecutivo) El Poder Ejecutivo, además de hacer varias referencias generales a la ley de medios en su totalidad, utiliza varios argumentos ya analizados al principio de este escrito por ser comunes a varios demandados: no se violaría el artículo 77 de la Constitución, derecho comparado regional, etc. Y agrega algunas consideraciones:
A) Señala que la publicidad no es tan importante sino que la campaña se hace ahora en las “redes”. Es un argumento temerario y no da ningún elemento para sostenerlo. ¿Por qué razón todos los partidos políticos gastan la mayoría del dinero disponible para las campañas en la publicidad televisiva y radial? Es evidente esta publicidad es básica. Pero aún en el caso de que la publicidad ocupe, por ejemplo el segundo lugar en importancia para captar votos, el artículo seguiría siendo inconstitucional por otorgar un trato groseramente desigual a los partidos que compiten en la misma elección.

B) Parece que además sostiene el PE que el artículo trataría de revertir una discriminación prexistente y que busca reservar espacio para las personas y sectores desplazados. Realmente me resulta muy difícil de entender esto: el Frente Amplio, que ha ganado tres elecciones nacionales consecutivas y cinco en Montevideo, y en las próximas elecciones será el más beneficiado por este artículo ¿es un sector o conjunto de personas desplazadas de los medios que precisan espacio? Es evidente que no. El argumento del Poder Ejecutivo en realidad fundamentaría una solución exactamente contraria a la del artículo en beneficio de los partidos menores.

C) Se sostiene que sería absurdo que un nuevo partido tuviera los mismos minutos de publicidad que otro que tiene 150 años de existencia. Además de no poderse compartir estas ventajas y privilegios para los partidos grandes (y ahora parece que también para los antiguos) en perjuicio de los pequeños y nuevos, olvida el PE la situación del Partido Colorado que ha adherido al pedido de inconstitucionalidad y que tiene menos de la mitad de los minutos del partido de gobierno, pese a que nació en la primera mitad del siglo XIX y el otro en la segunda del siglo XX. Con todo respeto, creo que se están usando argumentos inaceptables y contradictorios.
D) Dice el Ejecutivo que no comparte los argumentos basados en otras disposiciones constitucionales que tiene por objeto asegurar elecciones limpias e igualitarias y sin ventajas, en especial, para el partido de gobierno (por ejemplo: (i) el artículo 77 numeral 5° prohíbe al Presidente participar en la propaganda política de tipo electoral (no desea que el Presidente se valga de su posición en favor de alguien); (ii) la prohibición de reelección inmediata del Presidente y Vicepresidente (artículo 152); (iii) prohibición de que militares. Fiscales y policías sean candidatos a senadores (artículo 100) refuerza la preocupación constitucional por evitar que alguien obtenga ventajas en las elecciones; (iv) lo mismo ocurre con los artículos 92 y 91 para la Cámara de Representantes). Esto es, la preocupación constitucional de que nadie pueda afectar la igualdad de los partidos y candidatos ni obtener ventajas frente a los rivales durante la campaña electoral, se manifiesta con  previsiones que no son comunes en el derecho comparado. Principalmente busca la Carta que el partido de gobierno no tenga ventajas en las elecciones. No entiendo cómo puede no verse la preocupación de la Constitución por las elecciones igualitarias y porque el partido de gobierno no obtenga ventajas.
11.  (Posición de la Corte Electoral) Además de varios argumentos comunes con otros demandados, ya analizados al comenzar este alegato, la Corte Electoral sostiene:

a. (Falta de legitimación pasiva) No es un “desatino” demandar a la Corte Electoral. Por el contrario era necesario y conveniente. El artículo 322 de la Constitución dice que la Corte Electoral es competente para “conocer en TODO lo relacionado con los actos y procedimientos electorales”. Y luego agrega “decidir en última instancia sobre TODAS las apelaciones y reclamos que se produzcan, y ser juez de las elecciones de TODOS los cargos electivos, de los actos de plebiscito y referéndum. No es mucho lo que debo aclarar: si la Corte tiene que resolver un pedido de nulidad basado en la falta de igualdad entre los candidatos, el Partido Independiente quiere, obviamente, que no aplique el artículo 143 de la ley  19.307. Se podrá decir que en materia de publicidad la Corte no es muy estricta y tolera que algunos partidos hagan propaganda radial y televisiva durante la veda electoral, pero no debería hacerlo.

b. (Citas a opiniones del compareciente) También realiza la Corte algunas citas a opiniones del compareciente (en algunos casos en libros que ya tienen algunos años y en otros en libros modernos que se usan habitualmente). Si la Corte Electoral pretende encontrar alguna contradicción entre lo dicho en la demanda y en este alegato con publicaciones mías anteriores, debo decir que se equivoca. No hay contradicciones.
En autos no está en juego la igualdad por no diferenciación, ni el principio de no discriminación, ni la igualdad en la ejecución de los actos generales, ni las acciones afirmativas ni la igualdad en las relaciones privadas. No. Acá está en juego la igualdad ante la ley y todo lo que he dicho en el pasado lo estoy aplicando en autos. Lo que debe hacerse en este caso es aplicar el famoso “triple test” y ver si se cumple con la existencia de causa razonable de la distinción, finalidad legítima y juicio de racionalidad. Por supuesto que no cumple.
12. (Posición del Poder Legislativo) El representante del Poder Legislativo hace varias consideraciones generales que incluyen por ejemplo algunas citas (como a opiniones del Dr. Ochs) que en realidad refieren a la ley de medios pero nada tienen que ver con lo que se discute en autos. Los restantes argumentos –el central es el basado en el derecho comparado- ya fueron respondidos en este escrito.
13. (Posición del Fiscal de Corte) El Fiscal hace una acalorada “defensa” del artículo 143, tanto que utiliza argumentos no usados por los otros demandados y hace cálculos y especulaciones propias de una contestación de la demanda. Veamos:

A)  (Se pueden presentar proyectos de ley) Dice que el accionante puede presentar proyectos de ley modificativos de este artículo 143. Insólito, si se considera que el artículo es inconstitucional hay que pedirle a la Suprema Corte que lo declare y no presentar proyectos de ley. No debe olvidarse que por la vía del derecho de petición (artículo 30 de la Carta) cualquier ciudadano puede presentar un proyecto. Con el criterio del Sr. Fiscal no habría que presentar más acciones de inconstitucionalidad ante la Corte sino proyectos de ley frente a los órganos legislativos.
B) (Representación proporcional) Parece sostener que el excepcionante pretende revisar el sistema proporcional (p. 5 del dictamen y luego en la página 14). Se dice que la posición del actor importa indirectamente un cuestionamiento del sistema proporcional para la adjudicación de bancas. El Fiscal usa un argumento que supone ingenioso y supone que marca una contradicción en la demanda. Pero está muy lejos de ser ingenioso. Supongo que no pretenderá el Fiscal que el actor ha cuestionado el sistema proporcional para la asignación de bancas, pues sería absurdo imputar esto al actor pues es evidente que no lo ha dicho. Sólo se ha cuestionado el sistema de la publicidad gratuita que es bien distinto de la adjudicación de bancas. Pero el argumento del Sr. Fiscal lejos de ser ingenioso es absurdo: en los campeonatos de futbol sale campeón quien tiene más puntos, ¿pero esto significa que los puntos obtenidos en un año se podrían tener en cuenta para el siguiente?
C)  (Atribución de intencionalidad de perjudicar a una agrupación) Dice el Sr. Fiscal, en la página 13 de su dictamen, que “lo primero a observar es un error conceptual que se padece en el excepcionante (sic), en tanto atribuye al Órgano legislativo una intencionalidad manifiesta de perjudicar a una agrupación política” al usar un sistema que se usa en el derecho comparado. De acuerdo con el “error conceptual”, pero no es mío: el error está en el dictamen al no advertir que lo que se reclama en la demanda es que el sistema perjudica no a un partido político en particular sino a los partidos minoritarios. Sobre le legitimación activa del Partido Independiente me remito a lo dicho en este alegato en el numeral 8. 

D) (Supuesta lógica del sistema de representación proporcional) El sistema de representación proporcional existe desde hace mucho y es bueno para asignar las bancas legislativas (pese a que a nivel departamental la asignación responde a un criterio principalmente mayoritario). Pero no es bueno para cualquier cosa. No puede servir para dar privilegios a los partidos mayoritarios pues es sólo para las bancas (para las elecciones). Podría usarse para “pagar” los votos y que en función del apoyo popular sea el apoyo económico del Estado. Pero no podría utilizarse por ejemplo para determinar “proporcionalmente” de cuánto tiempo dispondrá en las sesiones de la Cámara cada partido para hacer uso de la palabra, o para determinar el número de secretarios y asesores pagos que cada partido puede tener, o cuántos llamados a sala puede pedir. Salvo en el acto electoral y en la adjudicación de las bancas en que mandan los votos, luego rige plenamente el principio de igualdad. Olvida el Sr. Fiscal que la igualdad es el principio general.
E) Dice el Fiscal que así como los votos de una elección sirven para el posterior reparto de bancas, cinco años después, sirven para la posterior asignación de minutos de publicidad. Compara lo incomparable: (i) el único objetivo de las elecciones legislativas es la asignación de las bancas (no hay otro, se agota en sí mismo); (ii) la asignación se comienza a estudiar en forma inmediata y se hace, totalmente pocos días después; (iii) la publicidad electoral, cinco años después, nada tiene que ver con las elecciones anteriores (bien puede y debe haber cambiado el sentir y pensar del cuerpo electoral), por lo que el criterio de la ley termina siendo utilizar un dato del pasado lejano (cinco años) para darle un beneficio al partido de gobierno. 
F) Dice el Fiscal que la cuestión es de decisión legislativa y no hay un problema jurídico. Pero se equivoca: si se viola el principio de igualdad, si se altera la igualdad de los partidos para las elecciones siguientes, si se vulnera el principio de proporcionalidad (al utilizar un medio para alcanzar un fin que se hubiera podido alcanzar por otro medio sin lesionar derechos), si se altera el sistema electoral nacional empeorándolo, etc., el problema no es de decisión legislativa sino de constitucionalidad e ingresa en la competencia de la Suprema Corte de Justicia.
G) En la p. 18 y ss. el Sr. Fiscal intenta decir que la ley no privilegia a los partidos grandes. No es necesario responder esto por ser evidente el error del Fiscal (el partido de gobierno tendrá ocho veces más minutos de publicidad gratuita que el actor).
H) El Fiscal que había dicho que no había en la litis un tema jurídico sino de discrecionalidad política, luego se aparta de lo que es un razonamiento jurídico y comienza a hacer algunas conjeturas sin basa e irrelevantes jurídicamente: (a) Dice que quizás la propaganda televisiva no sea tan importante (no probado e irrelevante). (b) Dice que hay otros factores que pesan en la campaña (¿qué tendrá esto que ver con la Litis?). (c) Habla del voto castigo, de cómo deciden los votantes, entre otras cosas con razonamientos politológicos no demostrados pretendiendo, sin éxito, quitar trascendencia a la desigualdad de la publicidad electoral (el Fiscal defiende la ley en el terreno político y con argumentos desafortunados). (d) En el numeral 10 ingresa en un tema que nada tiene que ver con la litis: si puede el Estado obligar a los medios a pasar publicidad gratuita (pero esto no se discute en autos). 

I) A partir del numeral 11 empieza a cuestionar (ningún partido mayoritario lo hizo) las cuantificaciones realizadas por mi mandante con consideraciones inaceptables: (i) dice que es más importante la publicidad en los horarios centrales que al fin y el inicio de la programación (pero la proporción es la misma y la inconstitucionalidad la misma: si ven televisión menos personas igualmente ellos recibirán una publicidad desbalanceada); (ii) parece sostener que hay que distinguir los medios pues nadie ve varios canales a la vez (pero en todos los canales está la desproporción); (iii) luego critica que se tomen 50 días (aunque olvida que en la demanda también se expuso la situación por día) pues dice que eso aumenta el impacto de la diferencia y propone tomar 20 hs. (y podríamos tomar menos), pero esto es irrelevante, los 50 días representan el período en que, en cada medio, se discriminará al actor frente a los partidos mayoritarios. El volumen total de publicidad diferenciada es lo relevante y es el indicado en la demanda y a continuación.
La posición del actor

14. En definitiva y volviendo al planteo del actor la Corte deberá tener presente:

En primer lugar las consecuencias del  artículo impugnado


En un día y por cada medio     En los 50 días y por medio
Frente Amplio

76 min.


3800 min.
Partido Nacional

51 min. 42 seg.

2590 min.
Partido Colorado

30 min. 24 seg.

1525 min.
Partido Independiente
12 min. 42 seg.

637 min. 30 seg.
Asamblea Popular

9 min. 12 seg.

460 min.
Otros

0



0
El artículo 143 viola artículo 77 de la Constitución, en su numeral 7, en la medida que no cumplió con la mayoría especial que se requiere para las leyes referidas a las GARANTÍAS DEL SUFRAFIO Y ELECCIÓN. La publicidad libre e igualitaria, en especial si es gratuita, constituye una garantía del sufragio y de la elección.
El trato diferencial en materia de publicidad que realiza el artículo 143 es contrario a la Constitución por violar elementales principios inherentes al sistema democrático y por violar el principio constitucional de igualdad es muy clara. Veamos las principales razones:
A) (El artículo 143 impugnado es contrario al sentido común) En todos los Estados democráticos siempre ha sido preocupación principal que las diferencias económicas entre los partidos políticos, que permiten que las posibilidades de publicidad varíen entre uno y otro, sean combatidas. Muchos han sido los métodos utilizados: limitación temporal de la publicidad o concentración en unas pocas semanas (las diferencias económicas afectan menos), controles estrictos de las finanzas partidarias y prohibición de que ciertos sujetos u organizaciones hagan donaciones, apoyar a los partidos minoritarios que se encuentran en desventaja económica, etc. Pero el artículo 143 va en el camino contrario y privilegia a los partidos mayoritarios sobre los minoritarios. O sea, hace lo contrario. Lo normal es que los partidos mayoritarios y, en especial, el partido de gobierno, son los que pueden captar más recursos económicos; pues bien, a éstos se les premia además con muchos más minutos de propaganda electoral gratuita. Inaceptable.

B) (El artículo 143 impugnado es contrario a claros principios democráticos) Los principios democráticos mencionados (necesidad básica de actos electorales transparentes, libres y puros, que se proyectan en lo previo a las elecciones, en los actos electorales y luego de éstos) y la imprescindible necesidad de evitar tratos favorables para ciertos partidos, sectores o candidatos (no es aceptable que compita el “caballo del comisario”) y de impedir perjuicios o desventajas para algunos es imprescindible. Siendo la publicidad electoral en los medios audiovisuales la actividad principal en las campañas electorales (por algo es donde todos los partidos gastan más dinero y dedican sus mayores esfuerzos) el privilegio de los partidos grandes a costa de los pequeños debe considerarse como incompatible con los principios democráticos que se derivan de la Constitución (algunos con texto expreso y otros con base en el artículo 72). Adviértase por ejemplo el ya citado numeral 11 del artículo 77 de la Carta, que ordena al Estado asegurar a los partidos políticos la más amplia libertad, y adviértase que el artículo 143 de la ley hace esto en forma no igualitaria beneficiando a los partidos mayores y muy especialmente al partido de gobierno.
C) (El artículo 143 impugnado es contrario al principio constitucional de igualdad) El análisis del  principio de igualdad requiere que se analicen: (a) la existencia de causa razonable de la distinción; (b) la finalidad legítima y (c) que se pueda superar un juicio de racionalidad en la relación medios fines. 
Si aplicamos lo anterior al artículo 143 cuestionado, que favorece en materia de publicidad electoral a los partidos mayoritarios y en especial al de gobierno, es evidente que no puede superar el triple test. Veamos:

a) La causa razonable de la distinción no está presente en el artículo 143. En efecto: ¿a qué causa puede responder el beneficio de los partidos mayoritarios, en especial el de gobierno, y el perjuicio de los menores? Ninguna causa lícita puede invocarse. No sólo nada en la Constitución podrá encontrarse que permita invocar y tornar razonable una causa de distinción basada en los votos obtenidos cinco años antes, en favor de quienes más votos obtuvieron, sino que se vio que la Carta orienta sin duda alguna al trato igualitario. Advertir que no hay causa razonable de la distinción por sí sólo conduce a la aceptación de la inconstitucionalidad invocada.

La arbitrariedad se aprecia sin dificultad. Se beneficia a los partidos, o al partido, más poderosos económicamente en perjuicio de los menores.
Y no puede invocarse que el fin perseguido sea difundir las ideas de los partidos pues eso no es lo que se discute en autos ni lo que justifica la distinción. En autos se discute que dicha difusión sea realizada beneficiando al partido de gobierno y perjudicando a los partidos menores. La difusión de las ideas de partidos y candidatos es compartible, pero lo que no lo es ni tiene causa razonable, es que dicha difusión se haga privilegiando a unos partidos y perjudicando  otros.
b) Aunque ya está demostrada la inconstitucionalidad con lo anterior continuemos con el análisis del triple test. ¿Qué finalidad legítima persigue el legislador al beneficiar a los partidos más grandes, y en especial al de gobierno, en perjuicio de los menores? Nuevamente la respuesta es muy clara: no existe finalidad legítima. El beneficio de los partidos mayores y el establecimiento de un trato desigual en propaganda electoral no es un fin compatible con la Constitución.

c) Si bien al fracasar la distinción al ser enfrentada a los dos primeros pasos del triple test ya es suficiente para concluir en la violación del principio de igualdad, se aprecia fácilmente que tampoco se cumple con el juicio de racionalidad. No existe una adecuada relación entre el fin perseguido (en realidad no hay ninguno) y el medio usado (perjuicio de los partidos discriminados). En realidad, la adecuada relación entre fines y medios no es posible siquiera que sea planteada pues no hay finalidad legítima que justifique la diferenciación. Es imposible analizar la relación entre dos cosas cuando una de ellas no existe.
d) Incluso dentro de los criterios históricos de la Suprema Corte, reconociendo la posibilidad de establecer diferencias entre grupos objetivos, la inconstitucionalidad sería clara: no se puede dentro del grupo que integran los partidos que compiten en una contienda electoral establecer diferencias en favor de uno, o de unos, y en perjuicio de otros, basadas en los votos obtenidos un lustro antes.
Conclusiones
15. En definitiva, resultará ajustado a derecho que se haga lugar a la demanda y se declare la inconstitucionalidad del artículo 143 de la ley 19.307. 
La Suprema Corte valorará debidamente que en estos autos, además de la litis planteada, está en juego la calidad del sistema democrático nacional. Si esta norma no es invalidada la democracia uruguaya, siempre bien evaluada, se verá sensiblemente perjudicada.
Por lo expuesto solicito:
I) Se tenga por formulado el alegato de la parte actora.

II) En definitiva se haga lugar a la presente acción de inconstitucionalidad y se declare la inconstitucionalidad e inaplicabilidad al actor y a las partes demandadas del artículo 143 de la ley 19.307.
.

� No es necesario recordar a la Suprema Corte las diferencias existentes entre las nociones de perfeccionamiento, validez, eficacia, vigencia y aplicación de una norma. Me remito a Derecho Constitucional, tomo I, FCU,  segunda edición ampliada, 2006, p. 47 y ss.
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